CAUSA Nº 11920 CCALP “ALIMENTOS GENERALES S.A.C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/MEDIDA CAUTELAR AUTONOMA O ANTICIPADA - OTROS JUICIOS”. REGISTRO PROVEEDORES-EFECTOS SUSPENSIVOS-EJECUTORIEDAD.
En la ciudad de La Plata, a los catorce días del mes de Julio del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, con la presencia de los Señores Jueces Dres. Claudia Angélica Matilde Milanta, Gustavo Daniel Spacarotel y Gustavo Juan De Santis, para entender en la causa "ALIMENTOS GENERALES S.A.C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/MEDIDA CAUTELAR AUTONOMA O ANTICIPADA - OTROS JUICIOS", en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia N°2 en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial La Plata (Expte. Nº -23034-), previo sorteo y deliberación, se aprueba la siguiente resolución.

La Plata,  14 de Julio de 2011

VISTO Y CONSIDERANDO:

El recurso de apelación interpuesto a fs. 106/113, el Tribunal decidió plantear la siguiente

CUESTIÓN:

¿Es fundado el recurso de apelación?

VOTACIÓN:

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

1. Son traídas las actuaciones a esta instancia de apelación con motivo del recurso articulado por la parte actora, Alimentos Generales Sociedad Anónima, contra el pronunciamiento de fojas 98/103.

Ese despacho judicial rechaza la medida cautelar anticipada que solicitara aquella parte, en procura de obtener la suspensión de las resoluciones n° 1609/09, n° 911/10 y su rectificatoria n° 123/11.

Por esos actos administrativos la Contaduría General de la Provincia eliminó del Registro de Proveedores a la demandante (conf. art. 102 inciso d) apartado 1 del Reglamento de Contrataciones) y rechazó los recursos articulados contra esa sanción.

La providencia apelada decidió ese rumbo para la pretensión cautelar en base a una línea argumental que supo transitar por la ausencia de verosimilitud en su planteo.

Se informó en la ejecutoriedad que pudo visualizar para las resoluciones emanadas de la Contaduría General de la Provincia, con sustento en el artículo 110 del decreto ley 7647/70, y en una extensión para la norma del artículo 106 del Reglamento de Contrataciones que reportó limitada al ámbito de la administración pública y sin extensión a la función revisora de la justicia.


El recurso deducido resulta admisible, de conformidad a lo dispuesto por las normas de los artículos 55 inciso 2 b), 56, 58 y concordantes de la ley 12.008 (t. seg. ley 13.101), por lo que corresponde su tratamiento.


Esa tarea habré de abordar en lo que sigue. 

2. En esa dirección cabe recordar que la disputa judicial, en esta etapa preliminar, quedó acotada a la procedencia de la medida cautelar, que la firma actora anticipara a una pretensión principal a deducir, con relación a los actos administrativos cuya determinación de validez habrá de conformarla (res. n° 1609/09, n° 911/10 y n° 123/11).

En ese marco, corresponde analizar las exigencias de procedencia que establece el sistema adjetivo (arts. 22, 23 y ccs. ley 12.008 cit.) a fin de dar respuesta a los agravios y juzgar la presencia de error de juzgamiento en el despacho recurrido.

Insiste la parte recurrente en la falta de firmeza del acto administrativo que dispone su eliminación del Registro de Proveedores (n° 1609/09), informando ese criterio en los alcances del artículo 106 del Reglamento de Contabilidad (Decreto n° 3300/72).

En base a ese argumento, a la violación del debido proceso y a un ataque dirigido a los fundamentos fácticos de la conducta administrativa, construye la apelante sus agravios.

Pues bien, anticipo que los juzgo sin posibilidad de recibo.

De un lado, advierto una materia de controversia que apunta a la constitución de la voluntad administrativa, tanto en lo relativo al vicio en el debido proceso como a la errónea apreciación de las circunstancias causales que alega la recurrente.

Ambas lucen de imposible tratamiento y decisión en una instancia preliminar que no alcanza para formar opinión relativa a la apariencia de buen derecho en ese planteo.

El proceso deberá cursar sus etapas de conocimiento pleno para dar respuesta a un conjunto que no abastece una conclusión verosímil de procedencia para la pretensión que sólo se expone en el anuncio que deja ver el escrito inicial.

De otro lado, veo insuficiente el argumento dirigido a demostrar la ausencia de firmeza del acto administrativo de sanción, para abastecer así la solicitud de suspensión.

En efecto, comparto con la juez de la causa en que no es posible sostener una extensión del artículo 106 del Reglamento de Contrataciones (dec. 3300/72) que alcance a la sentencia judicial firme que decida sobre la validez del acto de sanción, para habilitar las variantes de ejecución, como lo plantea la parte actora con su consigna de firmeza recién por entonces.

Esa exégesis omite considerar que el proceso revisor del artículo 166 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires (conf. arts. 1, 2, 4, 6, 12, 14, 16, 18 y ccs. ley 12.008, t. seg. ley 13.101) tiene destino en el quiebre de la presunción de legalidad que es la condición suficiente de la ejecutoriedad de los actos administrativos (conf. arts. 109, 110 y ccs. decreto ley 7647/70).

Por lo tanto queda en claro que, salvo los supuestos de ejecución forzada contra el patrimonio particular que reporten actos de sustancia judicial (conf. art. 17 CN) o de letra expresa en contrario, las resoluciones administrativas gozan de sus dos atributos esenciales, uno de los cuales, en parte derivado del otro, consiste en su posibilidad ejecutoria.

El entendimiento de la parte recurrente llevaría al contrasentido de condicionar las variantes de ejecución a la convalidación de legitimidad de las decisiones administrativas por medio de la intervención judicial, cuando a ésta se la sabe reservada a una instancia de control asentada siempre en una presunción de legalidad cuya contradicción expone el objeto adjetivo.

El acto que presupuesta la intervención judicial revisora tributa a un concepto de estabilidad en sede administrativa que no puede confundirse con la firmeza que pregona la parte actora, en un intento por demostrar una condición negativa de ejecutoriedad para un acto que por definición lleva implícito ese atributo.

Justamente hacia él se dirige el conjunto de medidas preventivas que integran el proceso administrativo (arts. 22, 23 y ccs. ley 12.008 cit.), y que informan su condición suficiente en la ejecutoriedad que es común a los actos que deriven del ejercicio de la potestad administrativa.

La extensión que se procura para el artículo 106 del Decreto 3300/72 no es compatible con ese conjunto de principios, sin los cuales la función administrativa en su totalidad carecería de la variable de ejecución de sus propias decisiones.

Por ello, y argumentos concordantes de la juez de la causa que hago míos, soy de opinión que el recuso no puede prosperar.

Expreso mi respuesta por la negativa.

Propongo:

Rechazar el recurso de apelación de la parte actora y confirmar la decisión apelada, en todo cuanto fuera motivo de sus agravios, con costas de la instancia en el orden causado (conf. arts. 22, 23, 51, 55, 56, 58 y ccs. ley 12.008, t. seg. ley 13.101).

Así lo voto.
A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

Con la salvedad de las apreciaciones que expone el primer voto en torno a la índole del proceso administrativo que en mi opinión y conforme sus bases constitucionales, carece de carácter revisor (arts. 15 y 166 C.P.), comparto la solución propuesta en relación al alcance del art. 106 del Reglamento de Contrataciones y, de tal modo, en la falta de suficiente convicción a la pretensión cautelar de la accionante.


Voto, con ese alcance, en igual sentido que el Dr. De Santis. 


A la cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:


Adhiero al voto del Dr. De Santis, con la salvedad formulada por la Dra. Milanta.


Así lo voto.

Por tales consideraciones, este Tribunal

RESUELVE:

Rechazar el recurso de apelación de la parte actora y confirmar la decisión apelada, en todo cuanto fuera motivo de sus agravios (conf. arts. 22, 23, 55, 56, 58 y ccs. ley 12.008, t. seg. ley 13.101)
Costas de la instancia en el orden causado (conf. art. 51, ley 12.008, t. seg. ley 13.101)
Por su actuación profesional en segunda instancia,  regúlanse los honorarios del letrado apoderado de la parte actora, Dr. Miguel Oroz, en la suma de PESOS OCHOCIENTOS ($ 800), monto al que deberá adicionársele el 10% (arts. 10, 15, 31, 54, 57 y concs., dec-ley 8904/77; 12 inc. a) y 16, ley 6716 y modif.).

Regístrese, notifíquese y devuélvase al tribunal de origen oficiándose por Secretaría.

Firmado: Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Gustavo Juan De Santis. Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº  569 (I).

